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INTRODUCCIÓN


			Este libro surge a partir del análisis de la aplicación de la ley 70 de 1993 en la población raizal de Buenaventura. Es un intento por conocer y socializar algunos aspectos del impacto social, cultural, económico y jurídico de la ley 70 del 93 en la región del Pacífico colombiano, zona rural y centro urbano de Buenaventura. Este recorrido nos permitirá reconocer los diferentes conflictos interétnicos e interculturales que se han generado con la implementación de la ley entre las comunidades de la región, conocer el nivel de organización, el proceso de etnización comunitarios y el estado actual de los procesos de etnoeducación y participación de esas comunidades en el marco de la consulta previa.


			En este sentido, nos propusimos evaluar e identificar el grado de conocimiento y apropiación de los derechos diferenciados étnico-culturales por parte de la población urbana y rural del Municipio de Buenaventura. Para tal efecto fue de suma importancia identificar la percepción que sobre la integridad étnica y cultural tienen los líderes afrodescendientes de esta región a partir de la aplicación del concepto de Estado Multicultural.


			Un tema de trascendental importancia es lo concerniente a las resistencias. En el presente trabajo nos adentramos en el análisis de las resistencias de las comunidades negras, en tanto estas han sido las forjadoras de los movimientos, organizaciones sociales, y acciones colectivas, que han permitido que los distintos gobiernos les hayan reconocido su estatus como ciudadanos, y ahora, en los últimos veinte años, como comunidades étnicas sujetos de derechos diferenciados, mediante el empoderamiento de los consejos comunitarios con los cuales no solamente han titulado más de seis millones de hectáreas (Vélez, 2009), sino que han logrado desarrollar una gran incidencia en la construcción de espacios de participación política y social, iniciar procesos de etnoeducacion y enfrentar el conflicto político armado.


			Lo anterior nos dio una idea acerca de la actual capacidad organizativa y de gestión de los consejos comunitarios creados a partir de la ley 70 ante la administración local, regional y nacional. E, igualmente, nos permitió precisar el alcance de las políticas públicas de inclusión étnica y procesos etnoeducativos, así como de la participación, mediante la consulta previa, alrededor de la construcción de la doble calzada, Buga-Loboguerrero-Buenaventura.


			Esta evaluación deberá servirnos para recrear y reconstruir la mirada local y regional por parte de los propios actores y grupos étnicos para intercambiarla con la mirada que tiene la población urbana y en particular la población mestiza. Además, nos permitirá reconocer las dinámicas de la reivindicación de los derechos diferenciados por parte de los grupos étnicos y los consejos comunitarios, principalmente en temas como participación y concertación de sus planes locales de desarrollo en concordancia con el plan de desarrollo municipal, departamental y nacional para la inclusión e integración multicultural definitiva de estas poblaciones y el mejoramiento del entendimiento intercultural.


			Se busca que esta investigación contribuya a acercar a todos los habitantes de la región y del país a una mirada un poco más cercana a la realidad de la problemática afrocolombiana con el propósito de que aporten herramientas desde su propia dinámica en defensa de sus derechos. Se conocen las dificultades que pueda generar el proceso porque las comunidades afirman que necesitan menos evaluación y más acción.




   


Capitulo 1


ELEMENTOS CONCEPTUALES DE ENTENDIMIENTO PARA EL ANÁLISIS DE LA LEY 70 Y SU APLICACIÓN


			El multiculturalismo1: una perspectiva del constitucionalismo transformador


			En América Latina a partir de la década del 70 se observa una serie de cambios y transformaciones en las estructuras sociales como producto de las tensiones y conflictos por los que estaban atravesando algunos países del centro y sur, entre los que se destacan Guatemala, Nicaragua, Honduras, Perú y Colombia. Conflictos que en mayor medida encuentran lugar de «resolución» a través de diálogos interculturales concertados entre los distintos actores involucrados, lo que suscitó todo un proceso de reconocimiento que se expresa mediante la inclusión de leyes y enmiendas a las constituciones nacionales, pese a la oposición de grandes sectores de las sociedades monoculturales. Los movimientos indígenas de América Latina están conscientes de las dificultades pues saben que la refundación del Estado no ocurrirá mientras permanezca con vigor en la región los dos grandes sistemas de dominación y explotación: el capitalismo y el colonialismo. (De Sousa Santos, 2010: 84).


			Así, en el contexto latinoamericano observamos cómo mediante el triunfo de sectores políticos de centro izquierda y de izquierda democrática, y de transformaciones democráticas del ordenamiento constitucional en los últimos 20 años se ha venido reivindicando en algunos países la interculturalidad, lo que ha permitido la inclusión por la vía de lo jurídico de sectores históricamente marginalizados que van configurando la idea de los estados pluralistas, dando paso a la concreción de lo que posteriormente se denominará «los Estados multiculturales», previo reconocimiento de los diversos mundos étnico-culturales que exhiben estos países. Debido a esto encontramos leyes de reconocimiento de la multiculturalidad y la plurietnicidad en algunos Estados, que desde el ejecutivo han promovido este «nuevo constitucionalismo transformador», como el caso de Bolivia y Ecuador y en alguna medida Perú, Guatemala y Colombia, país éste en el cual la Constitución de 1991 hace un claro y normativo reconocimiento del multiculturalismo.


			Esta perspectiva del constitucionalismo transformador parte de la base de entender que la sociedad no es un simple sistema integrado por personas que comparten una misma visión del mundo. Establece que en determinado contexto cultural pueden interactuar diversos sectores o grupos sociales que pueden tener relaciones conflictivas y no siempre se encuentran en igualdad de oportunidades frente a los recursos disponibles de ahí la importancia del estudio de la diversidad cultural. Esto implica la consideración en toda reflexión científico-social de las diferencias culturales, estilos de vida, preferencias e ideologías de las personas que componen las sociedades. En un mundo atravesado por intercambios culturales intensos, no hay democracia sin reconocimiento de la diversidad entre las culturas y las relaciones de dominación que existen entre ellas. Estos dos elementos son igualmente importantes: hay que reconocer la diversidad de las culturas, pero también la existencia de una dominación cultural. (Touraine, 1997: 203).


			Interculturalidad


			Hablemos de la importancia del multiculturalismo y el interculturalismo. ¿Por qué hablar del uno y del otro? ¿Por qué pasar del multiculturalismo al interculturalismo? En las distintas discusiones alrededor del multiculturalismo se encuentra la integración de dos conceptos siempre presentes, la diferencia y la diversidad, que pone en el centro de la discusión una perspectiva que pretende el reconocimiento de la interculturalidad.


			Los contactos e intercambios entre grupos humanos son los que han delimitado y contraído lo cultural;


			la cultura es por definición un proceso social construido en la intersección entre lo universal y lo particular, definir cultura es una cuestión de definir fronteras. Podemos incluso decir que la cultura es –si es algo en absoluto– una lucha contra la uniformidad. Dos poderosos y abarcables procesos de difusión, imposición e imperialismo del reciente (y no tan reciente) pasado han sido confrontados a lo ancho de todo el sistema mundial por múltiples y ricos procesos de resistencia cultural […] (De Sousa Santos, 1999: 46).


			Planteémonos a pregunta sobre el cambio de nombre a la categoría, pasar de multiculturalismo a interculturalismo. Pues bien, el prefijo «multi» supone que existen múltiples culturas, pero no permite ver los intercambios y encuentros que sí posibilita el prefijo «inter» (Devalle de Rendo, 1998), el cual conlleva una connotación de interacción, ruptura, reciprocidad, aislamiento; es una categoría compleja que deja ver las diferencias culturales, y cómo estas se han venido construyendo desde el encuentro con el otro. Además, la interculturalidad no solo se interpreta como una perspectiva crítica sino como red social, una construcción más relacional y vivencial (González Terreros, 2005: 53).


			El proceso de globalización ha acelerado las relaciones interculturales por las dinámicas socioculturales que las subyacen:


			[…] la mayor parte de las situaciones de interculturalidad se configuran hoy no sólo por las diferencias entre culturas desarrolladas separadamente sino, por las maneras desiguales en que los grupos se apropian de elementos de varias sociedades, los combinan y transforman. Cuando la circulación es cada vez más libre y frecuente de personas, capitales y mensajes nos relaciona cotidianamente con muchas culturas, nuestra identidad no puede definirse ya por la pertenencia exclusiva a una comunidad nacional. En esta perspectiva, las naciones se convierten en escenarios multideterminados, donde diversos sistemas culturales se interceptan e interpretan (García Canclini, 1995: 109).


			Así, la interculturalidad es una perspectiva que reconoce a la cultura en general y al sujeto en particular dentro de las relaciones o la red relaciones que tejen socialmente (González Terreros, 2005: 54).


			Este complejo proceso de interculturalidad lleva a que se configure la transculturalidad como formas organizativas de múltiples culturas que traspasan las fronteras encontrándose en un campo de disputas por la dominación con diversas estrategias contradictorias:


			[…] a medida que la interdependencia e interacciones globales se intensifican, las relaciones sociales en general parecen volverse crecientemente desterritorializadas, abriendo el camino hacia nuevos derechos u opciones y cruzando fronteras que hasta hace poco estaban custodiadas por las aduanas, el nacionalismo, el lenguaje y la ideología, y a menudo por todos ellos al tiempo. Pero por otra parte y en aparente contradicción con esta tendencia, están surgiendo nuevas identidades regionales, nacionales y locales, construidas alrededor de una nueva relevancia de los derechos a las raíces» (De Sousa Santos, 1999: 55).


			Aun así, las anteriores contradicciones se han consolidado a través de ciertos actores, alianzas que se denominarán transculturales, tanto de los defensores del proceso global hegemónico por un lado 


			En las últimas dos décadas y sobre todo debido a la globalización de los sistemas de producción, la existencia de una clase capitalista mundial in sich (en sí) ha sido ampliamente aceptada y la pregunta se ha convertido a su vez si esta una clase for sich (para sí). A través de su forma institucional privilegiada, la burguesía empresarial transnacional que mencione antes, se ha convertido en el principal actor de la globalización de la economía,


			y la propuesta contra-hegemónica por el otro: 


			En la últimas dos décadas han surgido alrededor del mundo nuevas formas de acción social transformativa. Esto hace referencia a movimientos populares o a nuevos movimientos sociales con novedosos programas políticos o ideológicos, programas que algunas ocasiones son llamados «posmaterialistas», tales como la ecología, la paz, el antirracismo, el antisexsismo, o a movimientos presentes sobre todo en países periféricos, con viejos programas materialistas, relacionados con la supervivencia económica, la vivienda, la seguridad social y la educación (De Sousa Santos, 1999: 62).


			Estos movimientos han venido haciendo énfasis en el poder democrático (derechos humanos, derechos colectivos o de grupo, democracia participativa), la autonomía institucional y la igualdad, la identidad cultural, la expansión de la libertad contra el autoritarismo estatal o la dominación cultural masiva (De Sousa Santos, 1999: 63)2.


			La perspectiva intercultural tiene como propósito romper con la ilusión de sociedad homogénea, pretensión del modelo hegemónico, potencializando las diferencias propias de las construcciones subjetivas (González Terreros, 2005: 54).


			Pero los procesos hegemónicos de transculturalidad han sido construidos a partir de dinámicas de interculturalidad desigual. Un ejemplo interesante se ubica en el contexto colombiano:


			El tipo de relación que cada etnia ha establecido con la sociedad mayor ha sido fundamental para definir su existencia. Algunas han hallado la manera de mantener la esencia de su cultura viva, creando formas de transmisión de sus valores a las nuevas generaciones. Otras han empezado a morir, a perderse dentro de los senderos que los llevan a la modernidad, en medio de la ruptura de relaciones entre los viejos y los jóvenes (Sánchez Botero, 2001: 7-8).


			Esta forma de interculturalidad desigual se ha dado constantemente en el transcurrir humano, la ruptura en parte se logra a partir de las relaciones transculturales que se han venido constituyendo para apoyar la reivindicación étnica (De Sousa Santos, 1999: 142). Alianzas transculturales que ha beneficiado a los intereses de múltiples grupos […] que se encuentran distribuidos por diversos puntos cardinales del globo: «[…] el secretario general de la Organización Internacional del Trabajo estima que 300 millones de personas pertenecientes a tribus indígenas de vastas diferencias raciales viven en prácticamente todas las partes del mundo» (De Sousa Santos, 1999: 153).


			Esta dinámica no ha beneficiado de igual manera a otros grupos étnicos como los negros y/o afrodescendientes, segregados por varios siglos y que pueblan varias partes globo. La segregación y la xenofobia que se vive tanto en el país como en otra naciones, y los altos niveles de pobreza de la población afrodescendiente, generan segregación espacial, y crea espacios propicios para la reproduccion de la criminalidad y la violencia.


			Los diálogos y las relaciones interculturales y transculturales son fruto de la complementariedad que necesita cada cultura:


			Desde el punto de vista (relativo) de una cierta cultura, la diversidad es al mismo tiempo experimentada y dejada como diferenciación jerárquica, mientras que la incompletitud es al tiempo experimentada y regada como una aspiración específica de completitud. La relatividad cultural significa, por lo tanto, que todas las culturas tienden a definir como universales los valores que consideran últimos. Lo que es más alto es también más difundido. En consecuencia, la pregunta acerca de las condiciones de universalidad en una cultura específica es en sí misma no universal, debido a que el problema de la universalidad es la repuesta a una aspiración de completad, y a que cada cultura «sitúa» dicha aspiración alrededor de valores últimos de validez universal, las diferentes aspiraciones a valores últimos diferentes en culturas diferentes, llevarán a preocupaciones isomórficas, que dados los procedimientos hermenéuticos adecuados, pueden ser mutuamente inteligibles y traducibles. En el mejor de los casos es posible lograr una mezcla e interpretación de preocupaciones y conceptos. Mientras más igualitarias sean las relaciones entre las culturas, más probable es que dicho mestizaje ocurra (De Sousa Santos, 1999: 194-195).


			Es decir que la perspectiva intercultural denuncia el etnocentrismo que aqueja la noción de ciudadanía moderna porque, según reclaman, está basada en una concepción de ser humano que identifica al hombre occidental con lo universal, la razón y el saber, y coloca a las otras culturas en el lugar del otro. Esta crítica erosiona la autoridad de la noción de derechos humanos (Fuller, 2004: 3).


			Para avanzar en el entendimiento humano, las relaciones interculturales igualitarias en primer momento y las relaciones transculturales recíprocas, en equilibrio y armonía, en segundo momento, se vuelven fundamentales para la consolidación del reconocimiento real de la diversidad cultural que lleve a un mundo más armónico en todos los espacios y campos humanos: 


			Contra el relativismo debemos desarrollar criterios procedimentales interculturales para distinguir las políticas progresistas de las reaccionarias, el apoderamiento del desapoderamiento, la emancipación de la regulación. No se debe defender ni el universalismo, ni el relativismo, sino más bien la globalización de las preocupaciones morales y políticas y las luchas contra la opresión y el sufrimiento humano. A medida que el debate provocado por los derechos humanos evolucione hacia un diálogo competitivo entre culturas diferentes alrededor de los principios de la dignidad humana y emancipación social, es indispensable que tal competencia induzca a diálogos… (De Sousa Santos, 1999: 198).


			Diálogo Intercultural


			El multiculturalismo es un triunfo de la tolerancia, pero un fracaso de la convivencia sociocultural. El multiculturalismo propicia que las diferentes nacionalidades o grupos étnicos se agrupen formando núcleos homogéneos, al modo de un mosaico multicolor, en el que falta verdadera comunicación e interacción entre los diferentes grupos humanos. El respeto y el reconocimiento mutuo es sólo un primer paso para la fase de intercambio e intercomunicación, que conduce directamente a la auténtica meta del pluralismo sociocultural. La solución no es el mosaico plurinacional, sino el pluralismo sociocultural (Sierra, 2002).


			A este respecto, los derechos humanos constituyen la garantía de la autonomía individual sin la cual no es posible ningún proceso de diálogo entre culturas.


			La construcción de ese diálogo intercultural e intracultural es una tarea permanente, orientada principalmente por dos finalidades: la comprensión y el respeto. La comprensión que apunta al compartir y a la comprensión recíproca de contenidos entre diferentes proyectos de vida; y el respeto, aunque más pragmático, que apunta a la convivencia en el reconocimiento recíproco de las tradiciones y orientaciones diferentes. Por eso, dentro de ese contexto, el diálogo intercultural, es por su misma naturaleza anti-hegemónico y anti-elitista, es siempre una invitación a la participación de más culturas cada vez (Sierra, 2002).


			La perspectiva intercultural se ha venido haciendo necesaria, y hasta ahora todo parece indicar que lo va a ser más en el futuro. Tras más de tres décadas de aplicación de las políticas públicas multiculturales, hoy se presentan muchas dudas sobre su efectividad.


			De otro lado, el movimiento multiculturalista hace énfasis en la cultura. A su vez, el planteamiento intercultural se preocupa por la relación entre ellas. Asimismo, la identidad da un paso importante en reclamar su reconocimiento, y ello conlleva hacer énfasis en las diferencias; la perspectiva intercultural buscará las convergencias sobre las cuales establecer vínculos y puntos en común.


			Es el paso del interculturalismo al aprendizaje mutuo, la cooperación, el intercambio. El multiculturalismo parece conformarse con la coexistencia, o en todo caso espera que la convivencia social surja del respeto y aceptación del otro; sin embargo, la perspectiva intercultural sitúa la convivencia entre diferentes en el centro de su programa. Si el multiculturalismo aborda la diversidad, el interculturalismo trata de ver cómo construir la unidad en la diversidad. Esto es muy importante, el interculturalismo aboga por todo ello sin desconsiderar ni negar los aciertos y aportaciones multiculturalistas sobre no discriminación y reconocimiento del otro.


			Diversidad étnica y cultural


			Se entiende como reconocimiento a la diversidad a la política obligatoria de los Estados democráticos liberales orientada a ayudar a los grupos que se encuentran en desventaja, con el fin de permitirles conservar su cultura contra las intrusiones de las culturas mayoritarias o de masas (Sánchez Botero, 1998: 27).


			El reconocimiento de la diversidad étnica y cultural busca fortalecer la identidad cultural y la autonomía de los pueblos, pero la autonomía no significa ni «independencia» ni «soberanía». Por supuesto, significa la legitimidad para regirse dentro de su jurisdicción y en el marco de los valores culturales que los diferencian de otros grupos étnicos. Se extiende a la posibilidad de realizar la diferencia en valores, en visiones del mundo, en formas propias para definir y alcanzar horizontes de bienestar, regularse y autogobernarse con igualdad de reconocimiento y estatus que otras sociedades.


			Durante mucho tiempo, el aislamiento de la vida local había protegido la diversidad cultural contra las ambiciones de un poder central cuya capacidad de intervención, en realidad, era muy limitada; cuando la integración nacional y el poder administrativo se fortalecieron, al mismo tiempo que se desarrollaba la movilización industrial, el espíritu democrático asumió la forma de leyes que protegían el pluralismo cultural (Touraine, 1997: 167).


			La Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, entendida como la primera constitución universal, proclamó que los derechos de las minorías se podrían interpretar y proteger en el marco de tal declaración pues en ella se estipula en su artículo 2 que


			toda persona tiene los derechos y libertades proclamadas en esta declaración, sin distingo alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.


			De tal manera que para el liberalismo filosófico y político era claro que no solo en el derecho universal está el reconocimiento del marco jurídico para luchar contra la barbarie y la ley del más fuerte sino que también en el derecho universal estaba la posibilidad cierta, desde el punto de vista jurídico, para garantizar los derechos de las minorías étnicas.


			En tal sentido, los derechos de las minorías son un derecho constitucional universal. Un derecho cuyo contenido esencial consiste en la proclamación de la paz y el reconocimiento de los derechos humanos como parámetros supremos de la política interna e internacional y límites de la soberanía y la democracia3 no podría ser ajeno al reconocimiento de las comunidades étnicas. Es por ello que los liberales daban por hecho que allí donde la Constitución universal es precisa y clara, no le era dable a los Estados atribuir derechos a las minorías étnicas o nacionales.


			Sin embargo, la realidad social de los países de América Latina, con una larga tradición de sometimiento y exclusión, pero también de lucha y resistencia por parte de los grupos étnicos, era bien diferente. Como se señaló anteriormente, solo a partir de la dinámica de ese constitucionalismo transformador de los años setenta se inicia todo un proceso de reconocimiento normativo de la etnicidad, que a finales del siglo, y a principios del presente milenio, van a permitir que en algunas constituciones del continente (Bolivia, Ecuador, Colombia) se incorpore el elemento de los derechos diferenciados en el marco de los Estados multiculturales. Pues era claro que la doctrina Universal de los Derechos Humanos no podía dar cuenta de la cosmogonía de estos pueblos y comunidades, y mucho menos ajustar al ordenamiento del derecho positivo sus prácticas culturales tradicionales y sus propias formas de administración de justicia. Lejos estaban las proclamas de los derechos humanos universales de las prácticas sociopolíticas de algunos pueblos y comunidades de las democracias liberales de nuestro continente.


			De ahí, que el entendimiento entre el liberalismo y la etnicidad pasó a ser un elemento de discusión no solo cultural y político sino también jurídico, pues se precisaba el abandono de la concepción del monismo jurídico para arbitrar las diferencias de la sociedad e incorporar otras formas de administración de justicia como el pluralismo jurídico como una forma de entender y respetar las prácticas y las formas propias de control social de los pueblos indígenas y afrodescendientes, en nuestro caso.


			Ahora bien, hoy en día, junto con la idea de globalización como «posibilidad de encuentros horizontales» entre sociedades con claras diferencias culturales, coexisten los nacionalismos; en este ámbito, la pregunta por la identidad cultural adquiere un lugar de vital importancia en tanto que permite evidenciar las situaciones de tensión y/o diálogo en unas realidades sociales que cada vez exponen un carácter de interculturalidad. En esta medida, el multiculturalismo como política estatal abre el horizonte social e histórico en el que interactúan las diversas culturas desde su propia noción de identidad, reconociendo la diversidad, en procura de la construcción de espacios de poder o empoderamiento tendientes a generar verdaderas posibilidades hacia el mejoramiento del bienestar de las comunidades. El «multiculturalismo» es una teoría filosófica y política cuyo objeto consiste en teorizar sobre cómo debe procederse proactivamente en favor de las diversas minorías étnicas que conviven dentro de un Estado y pretenden conservar sus propios sistemas éticos (y eventualmente jurídicos) en divergencia con la cultura mayoritaria. (Kymlicka, 1996: 25).


			Por su parte, Charles Taylor (1993) argumenta que «la lucha por el reconocimiento es un lugar de encuentro de los diferentes movimientos minoritarios o subalternos», de algunas formas de feminismo y del multiculturalismo, movimientos que en la lucha por el reconocimiento involucran de manera igual la lucha por la identidad. Por ambas, el individuo o un grupo de personas recomponen su imagen de sí mismos, a la vez que demandan como necesario un debido respeto a sí mismos por parte de los demás. Taylor distingue dos cambios que «hicieron inevitable la moderna preocupación por la identidad y el reconocimiento»: el desplome de las jerarquías sociales fundamento del honor, en el que está intrínseca una consideración no igual de los individuos, que al caer en desuso da paso al desarrollo de la concepción universal e igualitaria de la dignidad del ser humano, idea compatible con una sociedad democrática en ciernes. En este viraje se evidencia que «las formas del reconocimiento igualitario han sido esenciales para la cultura democrática». Así, como lo expresa Taylor, «la democracia desembocó en una política de reconocimiento igualitario, que adoptó varias formas con el paso de los años, y que ahora retorna en la forma de exigencia de igualdad de status para las culturas y para los sexos» (Arcos Rivas, 1993: 1).


			Acciones colectivas


			La expresión «acciones colectivas» ha sido abordada por múltiples autores, quienes han dividido la teoría en dos grandes enfoques que surgen en la década de los 60: el enfoque de movilización de recursos, que da respuesta a explicar el cómo de la acción colectiva, y los movimientos sociales. Esta teoría fue desarrollada especialmente por teóricos norteamericanos que se enfocaron en dar explicación a cómo actúan y se moviliza un determinado sector de la población. Asimismo, se encuentra el enfoque de nuevos movimientos sociales e identidades colectivas, que fue desarrollado especialmente por teóricos europeos centrados en el porqué de la movilización y fundamentando las explicaciones teóricas en la condición estructural en la que surge la acción colectiva.


			De este modo entenderemos las acciones colectivas como aquellas acciones emprendidas por un grupo de personas que luchan por unos objetivos e intereses comunes, realizando un conjunto de acciones organizadas enmarcadas en la reivindicación de un interés colectivo.


			Parece pertinente para la investigación, las categorías de análisis definidas por el profesor Luis Carlos Castillo en el informe «Acción Colectiva y Resistencia negra en el Norte del Cauca y Sur del Valle» presentado para el informe del proyecto «Desigualdades étnico raciales, acción colectiva, etnicidad y resistencia en el norte del Cauca y sur del Valle, ejecutado por la Universidad del Valle» (cfr. Castillo, 2009: 73-75)4.


			Acción Colectiva (ACC) y Acción Colectiva Étnica (ACCE)


			La categoría central de análisis en esta investigación es la acción colectiva (ACC). Operacionalmente entendemos por tal una acción emprendida por tres o más personas, o por los representantes de un colectivo, que buscan estratégicamente un objetivo; por lo tanto, que está motivada y en la que hay un oponente, regularmente el Estado, lo que implica un conflicto público, es decir, de intereses para terceros (Guzmán, 2007; Tarrow, 2004).


			La acción colectiva siempre es contenciosa, es decir, implica conflicto porque hay un oponente, pero el conflicto no siempre es violento. Aunque, como dice Tarrow (2004), la violencia es el rastro más visible de la acción colectiva tanto en la cobertura que los medios contemporáneos le ofrecen como en el registro histórico, en este estudio excluimos las acciones colectivas violentas desarrollas por los actores armados como las guerrillas o los paramilitares, que tienen una tradición importante en la región de estudio.


			Cuando un actor, que se identifica como étnico, desarrollas acciones colectivas en cuya motivación hay una identificación étnica, cultural, racial o territorial, llamaremos a esta acción «Acción Colectiva Étnica» (ACCE).


			Los análisis más recientes sobre la movilización étnica han llegado a la conclusión de que la identidad del grupo es tanto una estrategia de movilización como un resultado de la acción social. En América Latina un rasgo sobresaliente de esta movilización es la lucha por territorios con los que se ha construido o inventado una identidad emocional que es susceptible de movilizar. El asentamiento de población afrodescendiente en territorios continuos, como es el caso de la Costa Pacífica o el norte del Cauca y el sur del Valle en Colombia, muestra que entre los conglomerados étnicos o raciales se presentan, por identificación (por ejemplo, con el color de la piel), acción colectiva en y en pro de estos territorios, pero también intentan acceder a recursos del Estado y al reconocimiento.


			Pedro Luis Lorenzo Cadarso realiza un estudio sobre las acciones colectivas entendiendo los movimientos sociales como 


			un proceso de interacción contenciosa entre actores sociales que comparten orientaciones cognitivas, movilizados por diversos grados de organización y que actúan colectivamente de acuerdo con expectativas de mejora, de defensa de la situación prexistente o promoviendo un contraproyecto social (Lorenzo Cadarso, 2006: 5).


			Movimiento social


			Interesa estudiar, ante todo, el tipo de acción colectiva en la que actores sociales subalternos unen sus fuerzas para enfrentarse a las élites, a las autoridades y a sus antagonistas sociales. Cuando las acciones colectivas se apoyan en redes sociales y símbolos culturales a través de los cuales se estructura la acción social y conducen a una acción sostenida con sus oponentes, se produce el movimiento social. En consecuencia, los movimientos sociales pueden ser definidos como secuencias de acción políticas basadas en redes sociales internas y marcos de acción colectiva que desarrollan la capacidad para desarrollar desafíos frente a oponentes poderosos (Tarrow, 2004: 23). También los movimientos sociales pueden ser entendidos como «desafíos colectivos planteados por personas que comparten objetivos comunes y solidaridad en una interacción mantenida con las elites, los oponentes y las autoridades».


			Las acciones colectivas pueden constituirse en movimientos sociales cuando la acción es «a) basada en la solidaridad, b) desarrolla un conflicto, c) que rompe los límites normativos del sistema en el que se desarrolla la acción» (Melucci, 1985: 795, citado por Guzmán, 2007: 2) o cuando se presentan secuencias de acción política que implican «desafíos colectivos planteados por personas que comparten objetivos comunes y solidaridad en una interacción mantenida con las élites, los oponentes y las autoridades» (Tarrow, 2004: 26, citado por Castillo, 2009: 65-66).


			Lorenzo (2006) argumenta que los movimientos sociales desde sus inicios han sido criminalizados en términos éticos, considerados como un delito penal extremadamente grave, tratado de impedirlos a partir de lo político. Desde la edad medieval, a partir de lo doctrinal la iglesia enseñaba a sus fieles a obedecer a un ser supremo sin oposiciones pues la rebeldía era criminalizada y atentaba contra el orden establecido; de este modo, en los últimos siglos de la Edad media, se empieza a gestar un nuevo entramando intelectual, político y socioeconómico que genera una nueva forma de pensarse la sociedad, causando así grandes revueltas populares, que los teóricos del Absolutismo y el Renacimiento empezaron a ver con interés pero siempre analizadas e interpretadas desde lo funcional y el deber ser. Así, las teorías decimonónicas, como son el marxismo, el liberalismo, entre otras, empiezan a darle una nueva explicación a los movimientos sociales, que se mantuvo hasta entrado el siglo XX, y donde se empiezan a reconocer algunas luchas sociales como factores de progreso social, como eran las que tenían que ver con fines políticos, protagonizadas por grupos con ideologías formalizadas (Candelo, Alzate y Herrera, 2011: 20-24).


			Ya para el siglo XX las nuevas ciencias sociales, fundamentalmente la ciencia política, la sociología, la psicología y la antropología le dan un nuevo enfoque teórico a los movimientos sociales. De estas teorías sobre los movimientos sociales se puede rescatar que no solo son conflictos sociales los movimientos en masas sino también los individuales, como el acto del suicidio.


			De esta manera, fueron planteando un grupo de corrientes teóricas sobre el conflicto social, en las que se encuentra el marxismo, donde se argumenta que los movimientos sociales son inherentes a toda sociedad mientras estén divididas en clases. Estas tensiones sociales tienen dos orígenes, uno de orden social, relacionado con la actitud que tienen las clases antagónicas en cada sociedad, y el otro de orden socioeconómico, que son las fuerzas de productividad y relaciones de producción. En esta misma línea se encuentra el funcionalismo, que toma la sociedad como una estructura integrada, según la cual toda institución que la conforma existe porque cumple una función de satisfacer unas necesidades dentro de la misma. De este modo entiende que la sociedad debe funcionar a partir de tres principios: unidad funcional (todo lo que conforma el todo social debe estar en armonía), indispensabilidad (todos los elementos que están dentro de la sociedad son indispensables para su funcionamiento) y sistema normativo (toda la estructura social comparte una misma orientación cognitiva, fines y valores). Con base a esto, se puede decir que para el funcionalismo, como lo argumentaba T. Parson, los movimientos sociales son «una traición a los intereses colectivos o, cuando menos, un serio peligro para el todo social» (Lorenzo Cadarso, 2006: 28).


			De la misma manera la teorías volcánicas buscan darle una tesis al fenómeno de los movimientos sociales, pero no explicarlo desde los sistema sociales o su proceso de cambio si no desde las actitudes que tienen las personas dentro de la sociedad. A partir de una explicación psicológica argumenta que lo que provoca las tensiones y el conflicto son las frustraciones de las expectativas puesto que una cosa es lo que esperan del todo social y otra es la que reciben, generándose así la idea según la cual los grupos consideren que su situación es una injusticia intolerable y se movilicen. De la misma manera, se le da una explicación a los movimientos sociales a partir de las condiciones económicas o procesos sociales que impactan de manera negativa en las condiciones de supervivencia de la población, dando lugar a movilizaciones.


			Concluyen las autoras de la monografía que las acciones colectivas de las comunidades negras se enmarcan en los conflictos comunitarios o societarios pues son grupos unidos por la pertenencia a un determinado colectivo, con la suficiente cohesión para movilizarse con marcos subculturales específicos.


			Resistencias Sociales


			Las comunidades negras organizadas y reconocidas como grupos étnicos desarrollaron en el litoral Pacífico, en particular en el municipio de Buenaventura, antes y después de la ley 70, estrategias tendientes a visibilizar su identidad y a exigir las reivindicaciones de los derechos sociales, laborales, económicos y culturales ante las instituciones del orden local, regional y nacional.


			Acciones como paros cívicos, incumplimiento de leyes, conexiones de servicios públicos fraudulentas, actividades económicas ilegales tales como la minería, el contrabando y los cultivos de sicotrópicos y la patrimonialización de lo público constituyen ejemplos que nos exigen definir y clasificar las distintas formas de resistencia.


			La resistencia se define bajo un amplio número de acciones a través de las cuales es posible el cumplimiento de los objetivos que se propone (Molina Valencia, 2004: 150). Se trata de acciones que, en el amplio sentido del término, comprenden desde la violencia hasta un repertorio pacífico, citado anteriormente. Son muchos los ámbitos en los cuales es posible hablar de resistencia, razón por la cual se ha hecho una primera diferenciación entre civil y comunitaria, como también la precisión acerca del objeto al cual se orienta. Sin embargo, en esta aproximación a la noción de resistencia es necesario acudir a las definiciones convencionales y reflexiones previas. Este acercamiento no niega la importancia de hablar de resistencia comunitaria para resaltar los múltiples objetos y ámbitos a los cuales se orienta esta estrategia social y política.


			Randle (1998), citado por Molina Valencia (2004: 150) entiende la resistencia como un método de lucha política que cuestiona la colaboración o la obediencia a los gobiernos y la lealtad a los cuerpos armados por parte de las mayorías de una comunidad. Se trata de una acción colectiva que evita el uso sistemático de la violencia, sin que suponga la aceptación de una filosofía pacifista pero sí la negativa a una insurrección armada.


			La resistencia es, por definición, una acción a la cual apelan las minorías porque carecen de otro tipo de estrategias para impulsar reformas que consideran importantes o porque carecen de canales de comunicación que permitan posicionar en la agenda pública los temas que son de su interés. La diferenciación de mayoría-minoría queda supeditada a un asunto de poder, donde las mayorías poseen mayores recursos para el ejercicio del poder mientras que las minorías carecen de ellos.


			Se destacan cuatro elementos de la propuesta de Randle: la colaboración, el gobierno, la acción colectiva y la obediencia. La no-colaboración se inscribe en el cuestionamiento del grupo, del gobierno, de las instituciones, sus formas de funcionamiento y los principios que les rigen. La colaboración se traduce en la participación del sistema de relaciones creado. La colaboración, tal y como lo ha definido Randle, se somete a las condiciones que impone un gobierno, o la estructura que lo hace posible; pero como se ha anotado, esta es una limitación para la comprensión de la resistencia, porque no todas las condiciones a resistir son causadas por entidades estatales. Sin embargo, la resistencia sí se encarna en una acción colectiva que hace frente a las condiciones de dominación que se imponen. Por esto mismo la resistencia ha sido denominada civil y comunitaria, porque se manifiesta por los miembros de una sociedad ante propósitos que competen a las personas que se manifiestan.


			La obediencia es la cuarta característica. Se trata de una opción que nos lleva hacia una segunda forma amplia de resistencia: la desobediencia. Desobediencia a leyes consideradas injustas y que una persona o un colectivo no siguen, incluso conociendo las consecuencias que pueda tener este incumplimiento.


			Las otras características de la definición aportada son desarrolladas a continuación y guardan relación con las otras propuestas teóricas al respecto: violación intencionada de la ley, acto público y abierto, acto voluntario y conciente, y carácter no-violento y simbólico de la acción (Molina Valencia, 2004: 152-153). Violar la ley intencionalmente apela a la contradicción entre dos normas o principios morales, uno de los cuales tiene estatuto superior. Esta consideración traslada la discusión al sentido moral de la reivindicación o al referente jurídico que define la superioridad de una norma. Se constituye así una tensión entre la norma y el valor moral de la protesta que pondrá en juego los recursos de poder de las partes para dirimir el conflicto en determinada dirección. Este momento de tensión y juego de poder es explicado por diferentes autores a través de cuatro variables psicosociales en procesos de influencia minoritaria: la censura, la psicologización, la denegación y la sociologización (Molina Valencia, 2004: 153).


			El acto desobediente viola el ordenamiento vigente por lo que se han de poner en funcionamiento mecanismos para encauzar la acción de quienes han infringido la norma. A pesar de todo, a través de la violación de la norma una denuncia ha sido efectuada.


			¿Cómo explicar el surgimiento de la resistencia/desobediencia en este juego de poder? El blanco de la desobediencia, el Estado o el Gobierno, referirá la acción a la frustración, depresión, amargura, envidia o resentimiento de quien la lleva adelante. Por su parte, quienes desobedecen también pueden explicar la respuesta de quienes piden lealtad institucional con atributos psicologizantes: ignorancia, arrogancia, envidia y resentimiento, entre otros calificativos. Tales características personales podrían contagiar a otros miembros de la comunidad, a partir de lo cual se toman medidas para orientar la situación conflictiva por cualquiera de las partes confrontadas. También se pueden alegar factores sociológicos para explicar el funcionamiento y origen de la desobediencia: la pertenencia a un grupo determinado, tener una edad específica, provenir de una región, haber recibido un tipo de educación o pertenecer a una religión.


			¿Qué divulgación alcanza la DC en la comunidad que se presenta? La amplificación de la DC y el conocimiento que los miembros de la comunidad tengan de ella dependerá de una conjunción de las siguientes características: el tamaño del colectivo, las características del acto de desobediencia, el tipo de ley que se infrinja, la dureza del castigo, la identidad del que desobedece, y la atención que los medios masivos de comunicación presten al acto. El papel contemporáneo de los medios de comunicación obliga a considerar este actor como preponderante en el análisis. Ahora bien, la desobediencia no es la única forma de resistir a los Estados o los Gobiernos. Se trata apenas de una estrategia que se enmarca en un amplio número de acciones posibles. La extensión en la exposición de la DC permitió introducir buena parte de los fundamentos de la resistencia, en tanto que se trata de una variante de esta estrategia comunitaria. Randle (1998) contribuye en esta reflexión introduciendo una distinción importante: la resistencia resta apoyo a ejercicios de poder, mientras que la DC a sólo una forma específica de tales ejercicios, como es la norma. En otras palabras, se puede no apoyar al Estado sin desobedecerle pero resistiéndose a él. Finalmente, conviene recordar que la DC es una forma específica de resistencia en función de las características que Randle (1998) le atribuye: la obediencia. Desde esta consideración se ha hecho el despliegue argumentativo que nos ha traído hasta este punto de la reflexión.


			Resistir supone incluirse en espacios y ejercicios de poder en los cuales no se tenía participación (Molina Valencia, 2004: 154). Los grupos que ejercen la resistencia denuncian y actúan contra condiciones de exclusión en uno o varios ámbitos, porque ésta es un efecto funcional que restringe la expresión de la diversidad. La dominación es por tanto una forma de exclusión, de restringir la extensión del movimiento comunitario hacia ámbitos que son deseables o necesarios para la continuidad de la vida misma. En este contexto, y bajo tales condiciones, la resistencia aparece como una estrategia para transformar el conflicto suscitado por el interés de los dominadores y de los dominados sobre los mismos objetos. Ese interés compartido, como ya sabemos, genera competencia al punto que puede generar dominación y exclusión para alguno de los grupos o actores implicados. El capital económico suele ser un buen ejemplo de esta característica evidente en la reificación constante de riqueza y pobreza en algunos sectores de la población. Así, el poder de la resistencia es un poder integrativo, que reúne, que conecta, que incluye, que permite participar de condiciones colectivas que antes no eran asequibles.


			Ahora bien, en el capítulo tercero nos detendremos en el análisis de los movimientos sociales de comunidades negras subordinadas y resistencias sociales hacia las élites dominantes en el Pacífico colombiano. El texto «Los dominados y el arte de la resistencia», de James Scott (2000), servirá como base para seleccionar los conceptos básicos porque el modelo teórico se adapta a los discursos ocultos y las formas de resistencia que subyacen a las relaciones sociales de los esclavos, campesinos y obreros del municipio de Buenaventura en Colombia, sobre los que históricamente se han ejercido formas de apropiación del trabajo, los bienes y los servicios de las clases subordinadas. Como lo plantea James Scott en el texto mencionado, la premisa de la que parte la estrategia analítica de este libro es que las formas de dominación con similitudes estructurales tienen un aire de familia. «En los casos de la esclavitud, la servidumbre y la subordinación de castas, estas similitudes son bastante claras. Cada uno de ellos consiste en la institucionalización de un sistema para apropiarse del trabajo, los bienes y los servicios de una población subordinada. En un nivel formal, los grupos subordinados en estos tipos de dominación carecen de derechos políticos y civiles, y su posición social queda definida al nacer. Si no en la práctica, sí, en principio, está excluida la movilidad social. Las ideologías que justifican estas formas de dominación reconocen las posiciones de inferioridad y superioridad, las cuales, a su vez, se traducen en ritos o procedimientos que regulan los contactos públicos entre los distintos rangos. Todas estas relaciones están contaminadas por un elemento de terror personal: un terror que puede tomar la forma de golpizas arbitrarias, brutalidad sexual, insultos y humillaciones públicas» (Scott, 2000). No encuentro hasta ahora otra explicación para las diferentes reacciones de resistencia de los esclavos, campesinos y obreros que han conformado históricamente las clases subordinadas de Buenaventura a quienes, desde los inicios de la República colombiana, se les ha sometido a una exclusión social económica y racial permanente que ha estado caracterizada por la esclavitud, posteriormente por diversas formas de servidumbre como el trabajo a destajo y, más recientemente, por el trabajo en el puerto, regulado por contratos a término temporal, que no reconocen ni salario digno ni las mínimas prestaciones sociales.


			Scott (2000) expresa y reitera que el objetivo del texto es darle sentido a un estudio diferente del poder que descubre contradicciones, tensiones y posibilidades inmanentes. Cada grupo subordinado produce, a partir de su sufrimiento, un discurso oculto que representa una crítica del poder a espaldas del dominador. El poderoso, por su lado, también elabora un discurso oculto donde se articulan las prácticas y las exigencias de su poder que no se pueden expresar abiertamente. Comparando el discurso oculto de los débiles con el de los poderosos y ambos con el discurso público de las relaciones de poder, accedemos a una manera fundamental distinta de entender la resistencia ante el poder. Si he llamado a la conducta del subordinado en presencia del dominador usaré el término discurso oculto para definir la conducta «fuera de escena» más allá de la observación directa de los detentadores de poder. El discurso oculto es, pues, secundario en el sentido de que está constituido por las manifestaciones lingüísticas, gestuales y prácticas con las que confirman y contradicen o tergiversan lo que aparece en el discurso público Antes, sin embargo, debemos aclarar tres característica del discurso oculto. La primera: el discurso oculto es específico de un espacio social determinado y de un conjunto particular de actores. Otra característica esencial del discurso oculto a la que no se le ha presentado la suficiente atención es el hecho de que no contiene solo actos de lenguaje sino también una extensa gama de prácticas. De este modo, para muchos campesinos, la caza furtiva, el hurto en pequeñas escalas, la evasión de impuestos, el trabajo deliberadamente mal hecho, son partes integrales del discurso oculto. Para las élites dominantes, las prácticas del discurso oculto pueden incluir los lujos y privilegios secretos, el uso clandestino de asesinos a sueldo, el soborno, la falsificación de títulos de propiedad. En cada caso, estas prácticas contradicen el discurso público de los respectivos grupos y, en la medida de lo posible, se las mantiene fuera de la vista y en secreto. Por último, no hay duda de que la frontera entre el discurso público y el secreto es una zona de incesante conflicto entre los poderosos y los dominados, y de ninguna manera un muro sólido. En la capacidad de los grupos dominantes de imponer –aunque nunca completamente– la definición y la configuración de lo que es relevante dentro y fuera del discurso público reside, como veremos, gran parte de su poder.


			El investigador, en cualquier situación así, tiene una ventaja estratégica incluso frente a los participantes más sensibles porque generalmente los discursos ocultos de los poderosos y de los subordinados nunca se tocan. Cada participante se familiarizará con el discurso público y con el oculto de su respectivo círculo, pero no con el discurso oculto del otro. Es por eso que una investigación capaz de comparar el discurso oculto de los grupos subordinados con el de los poderosos, y luego ambos discursos ocultos con el discurso público que los dos grupos comparten, podrían hacer una importante contribución al análisis político. La diferencia entre el discurso público y el oculto, junto con las aspiraciones hegemónicas del primero, nos permite distinguir por lo menos cuatro variedades de discurso político entre los grupos subordinados, según su grado de conformidad con el lenguaje oficial y según la naturaleza de su público. La forma de discurso político más segura y más pública es la que adopta como punto de partida el halagador autorretrato de las élites. Debido a las concesiones retóricas inherentes al autorretrato, este discurso ofrece un terreno sorprendentemente amplio para los conflictos políticos que recurren a esas concesiones y que aprovechan el espacio que toda ideología deja a la interpretación. Una segunda forma de lenguaje político, completamente diferente al anterior, es la del discurso oculto. En éste, fuera del escenario, donde los subordinados se reúnen lejos de la mirada intimidante del poder, es posible el surgimiento de una cultura política claramente disidente. Los esclavos en la relativa seguridad de sus barrancas pueden expresar su cólera, sus deseos de venganza, de auto afirmación, todo lo cual normalmente debe silenciarse cuando están en presencia de sus amos y amas. Una propuesta esencial de este libro es que existe un tercer ámbito en la política de los grupos subordinados, que se encuentra estratégicamente entre los dos primeros. Se trata de una política del disfraz y del anonimato que se ejerce públicamente, pero que está hecha para contener un doble significado o para proteger la identidad de los actores. En esta definición caben perfectamente los rumores, los chismes, los cuentos populares, los chistes, las canciones, los ritos, los códigos y los eufemismos: en fin buena parte de la cultura popular de los grupos subordinados. Por último, el acontecimiento político más explosivo es la ruptura del cordon sanitaire entre el discurso oculto y el público. Cuando salta a la vista el agravio, la ofensa, ese tipo de momentos en que se expresa un desafío y una oposición abierta generalmente provoca una pronta respuesta represiva o, si no hay respuesta, una escala de palabras y actos cada vez más atrevidos.
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